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ACTUACIONES N°: 3064/04

*H102984432244*
H102984432244

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE TUCUMÁN

C A S A C I Ó N 

Provincia de Tucumán, reunidos los señores Vocales de la Excma. Corte Suprema de Justicia, de la
Sala en lo Civil y Comercial Común, Civil en Familia y Sucesiones y Penal, integrada por los señores
Vocales doctores Daniel Leiva, Antonio D. Estofán y Daniel Oscar Posse, bajo la Presidencia de su
titular doctor Daniel Leiva, para considerar y decidir sobre el recurso de casación interpuesto por la
parte actora en autos: “Gaete Ricardo Francisco vs. Colegio de Bioquímicos de Tucumán s/ Daños y

perjuicios”.

Establecido el orden de votación de la siguiente manera: doctores Antonio D. Estofán, Daniel Oscar
Posse y Daniel Leiva, se procedió a la misma con el siguiente resultado:

El señor Vocal doctor Antonio D. Estofán, dijo:

Viene a conocimiento y resolución de esta Corte Suprema de Justicia, el recurso de casación
interpuesto en fecha 29/12/2021 por el apoderado de la actora, contra la sentencia N° 588 de fecha
03/12/2021, dictada por la Sala II, de la Excma. Cámara Civil y Comercial Común, del Centro Judicial
Capital (Actuación N° H102223662489). Una vez cumplido el trámite de ley, la presente vía
extraordinaria local fue declarada admisible, mediante Sentencia N° 118 del referido Tribunal, del
09/03/2022 (Actuación N° H102223772033).

I.- En lo que a la presente vía interesa, el pronunciamiento recurrido, dispuso: “NO HACER LUGAR al
recurso de apelación deducido por el letrado apoderado del actor contra la sentencia del Juzgado
Civil y Comercial del 26/02/2021, que se confirma en lo que fue materia del recurso”.
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1.- Para así resolverlo, el Tribunal -en lo substancial- y luego de un breve repaso de antecedentes
que consideró relevantes, hizo suya la argumentación de la sentencia de Primera Instancia, la que
consideró suficiente para dar una respuesta desestimatoria al recurso interpuesto contra aquella.

2.- Como el tema tiene directa vinculación con la procedencia del recurso, pues hace a la “suficiencia”
de dicha respuesta para dar una solución a los problemas traídos a conocimiento del Tribunal, el
repaso de dicha argumentación se diferirá para el momento de abordar dicha cuestión.

II.- Contra el citado pronunciamiento, el apoderado de la actora interpuso recurso de casación.
Conferido el traslado de ley, la demandada contestó en fecha 14/02/2022, postulando su
inadmisibilidad. Por auto interlocutorio de fecha 09/03/2022, el Tribunal A-quo concedió el recurso de
casación, correspondiendo en esta instancia el análisis de admisibilidad de la vía tentada y,
eventualmente, el estudio de su procedencia.

1.- En tren de ofrecer una versión sintética de la substancia que será objeto de análisis en el presente
recurso, conviene partir previamente del examen de algunos antecedentes relevantes de la presente
causa, que han de explicar mejor los alcances de la materia traída actualmente a resolución del
Tribunal.

1.1. El actor en autos promovió demanda – fs 2/3, 22, y 182/188- por daños y perjuicios en contra del
Colegio de Bioquímicos de Tucumán, con fundamento en la presunta responsabilidad que le
correspondería por omisión en su deber de gestionar el cobro de deudas por prestaciones realizadas
al PAMI. Le imputó omisión de efectuar gestiones para el cobro de la deuda que la UTE APRIN – o,
en su defecto, el PAMI - mantendría con el actor.

1.2. El Colegio demandado opuso defensas de prescripción (fs. 40/330) y falta de acción (fs.
317/319); la nombrada en último término, argumentando que no era titular de la relación jurídica
sustancial, por cuanto no habría formado parte del contrato celebrado entre la UTE APRIN y el PAMI,
y en consecuencia carecía de legitimación para ser demandada por el cobro de las deudas en favor
del actor. A fs. 325/328, la parte actora contestó la excepción, manifestando la irrelevancia de la
circunstancia señalada por la demandada, pues no era esa la deuda que aquí interesaba a los fines
de discernir la responsabilidad imputada en autos; en sus propias palabras: “el PAMI pagó; APRIN no
pagó y el colegio no accionó de acuerdo al compromiso asumido, dejando sin sus haberes a los
BIOQUÍMICOS PRESTADORES” (fs. 326). Corrido traslado de la excepción de prescripción
liberatoria (fs. 335), a fs. 337/340, fue contestado por la actora.

1.2. La Jueza de Primera Instancia, admitió la defensa de falta de acción opuesta (fs, 913/923),
declaró de abstracto pronunciamiento la de prescripción, y – por la forma en que resolvió- se abstuvo
de emitir pronunciamiento sobre el fondo del asunto.

Para resolver en tal sentido, consideró que no se logró acreditar que, conforme lo alegado por el
actor, el sistema implementado para el cobro de las prestaciones a afiliados del PAMI era aparente, y
que el convenio con dicha obra social era propiedad del Colegio de Bioquímicos, siendo las UTE
creadas únicamente para cumplir la exigencia del PAMI. Explicó que, con diversas pruebas, se
acreditó que la UTE APRIN contrató con el PAMI a través de la licitación correspondiente, como
asimismo que era la UTE quien percibía lo pagos del PAMI por las prestaciones realizadas por los
profesionales que la integraban. El a quo, ponderó establecido que el contrato fue celebrado entre la
UTE APRIN a la que pertenecía el actor; como, asimismo, que el marco legal imperante en aquel
momento impedía que el Colegio profesional contratare con el PAMI, porque el art. 5 del Decreto Ley
9/93 estableció que "Las obras Sociales no podrán suscribir contratos prestacionales con entidades
que tengan competencia directa o indirecta en el control de la matrícula profesional o limiten a sus
miembros el derecho de contratar directamente".



Señaló asimismo, que se encontraba acreditado que quien facturaba al I.N.S.S.J.P. era la UTE
APRIN, como así también que era la misma UTE quien recibía del PAMI los pagos de las cápitas,
todo conforme las facturas, recibos y órdenes de pago adjuntadas. Y sobre esas bases, concluyó que
el Colegio de Bioquímicos no formaba parte del contrato que existía entre la UTE APRIN y el
I.N.S.S.J.P., sin perjuicio de que una vez que la UTE percibía el pago por parte del PAMI, ésta no lo
distribuía directamente a los profesionales, sino que entregaba lo percibido al Colegio para que éste,
previas retenciones, entregara a cada profesional lo que le correspondía.

1.3. Apelada dicha sentencia por la parte actora (fs. 930), y formulados los pertinentes agravios (fs.
952/960), fue confirmada por el Tribunal de Alzada. Entre otras consideraciones que expuso, estimó
que acertaba el a-quo en cuanto estimara “que la referida actividad - percepción del pago y posterior
distribución directa entre los profesionales previas retenciones- no significa que el Colegio de
Bioquímicos formara parte de la relación contractual entre la UTE y el I.N.S.S.J.P., o que estuviera
facultado expresamente y por contrato a cobrar al INSSJP acreencia alguna”

2.- Contra dicha sentencia, se interpone el presente recurso de casación, donde, en un extenso
escrito, la parte recurrente pretende -básicamente- insistir en la argumentación ya desplegada en
instancias anteriores, en los siguientes aspectos:

2.1. Expresa que el fallo resulta arbitrario, pues considera fundamentos fácticos ajenos a aquellos que
componen la traba de la litis, apartándose así de lo que realmente constituye la materia discutida en
la causa, e incurre en marcadas omisiones y parcialidades, que atentan contra principios
fundamentales en materia probatoria.

2.2. Sostiene que tal como lo expusiera en su “demanda, en la contestación al planteo de falta de
acción opuesto por la demandada, en los alegatos, y finalmente en la expresión de agravios del
recurso de apelación, el reclamo al Colegio de Bioquímicos de Tucumán (CBT) no surge por su
inacción contra el INSSJP - PAMI, sino contra la UTE APRIN, que es quien dejó de pagar al propio
Colegio las prestaciones bioquímicas efectuadas por sus colegiados”; y que, por lo tanto, “no se
atribuyó responsabilidad al PAMI por falta de pago, no fue ni es tema de discusión el comportamiento
del INSSJP, siendo que por el contrario se encuentra reconocido por todos y, de hecho consta
reiteradamente en autos, que esta institución cumplió con los pagos (a la UTE) por los servicios
bioquímicos brindados a sus afiliados”.

2.3. Agrega que, ante estos reiterados reconocimientos, no se entiende “la razón por la que la Excma.
Cámara, con inusitada insistencia, para fundamentar su fallo expone que el CBT no tenía convenio
con el PAMI, cuando esta relación o falta de ella (CBT-PAMI), resulta irrelevante para el estudio y
resolución del caso”

2.4. Manifiesta que la sentencia materia de impugnación, “al igual que la de primera instancia, está
basada, equivocadamente, en dos fundamentos principales que le sirven de motivación y sostén a la
decisión arribada. El primero consiste en la reiterada afirmación de que el CBT no participó en el
convenio celebrado entre el INSSJP-PAMI y la UTE APRIN (hecho irrelevante). El segundo refiere a
la equivocada apreciación, de que no hubo mandato de los bioquímicos integrantes de la UTE APRIN
para que el CBT actúe en el cobro de la deuda a los colegiados (falso y acreditado en autos)”. Añade
que, si “a estos errores, que serán detallados ut infra en títulos individuales, le sumamos las
omisiones y parcialidades en el análisis y valoración de pruebas determinantes para llegar a un fallo
ajustado a derecho, concluimos en que estamos frente a una sentencia arbitraria, ilegítima y contraria
a derecho, la que en consecuencia amerita ser anulada”. Contra ello, reitera que “el tema de debate
es saber si el CBT tenía responsabilidad para actuar con la UTE APRIN, no así contra el PAMI y, para
ello, debemos analizar sin omisiones, de un modo integrado, qué demostraron las partes para
sostener sus posiciones”.



2.5. Refiere que tanto respecto “de los agravios propuestos como de las pruebas producidas, fueron
arbitrariamente seleccionados/as solo aquellos/as que dan sustento al pronunciamiento emitido,
dejando de lado cuestiones propuestas y pruebas producidas que, de haber sido consideradas y
valoradas correctamente, hubiesen justificado una decisión contraria a la adoptada”.

2.6. Luego de transcribir jurisprudencia sobre omisión de tratamiento de cuestiones conducentes para
la solución de la litis que entiende aplicable en la especie, refiere que en “nuestro caso se omitió
aplicar, entre otros, normas que regulan el ejercicio de la profesión bioquímica”.

A partir de allí, en las siguientes páginas del recurso – desde la 11 hasta la 23- el memorial efectúa
un repaso pormenorizado de las omisiones en las que habría incurrido la sentencia: ý en las últimas,
propone doctrina legal, y ofrece prueba.

3.- La sintética versión expuesta de sus agravios, nos permite pasar al examen de admisibilidad de la
vía intentada.

III.- De lo antes expuesto, surge que la actora, se agravia en instancia extraordinaria de casación,
esgrimiendo contra aquella sentencia los argumentos que expone en su presentación del 29/12/2021,
los que fueron contestados en fecha 14/02/2022.

Siendo inherente a la competencia funcional de esta Sala de la Excma. CSJT, como Tribunal de
Casación, revisar lo ajustado de la concesión efectuada por el A quo, la primera cuestión a examinar
es la relativa a la admisibilidad del remedio impugnativo extraordinario local.

1.- A tales fines, se constata que: a) fue interpuesto en el plazo que consagra el artículo 751 del
CPCyC; b) cumple con el depósito previsto por el artículo 752 del CPCyC; c) y satisface el requisito
del artículo 750 del CPCyC, en la medida que está fundado en infracción a normas de derecho
producto de una supuesta arbitrariedad en que habría incurrido el fallo en cuestión. Incluso más, las
cuestiones que propone en esta instancia recursiva extraordinaria merecen un ponderado análisis, a
la luz de los lineamientos a los que luego se habrá de aludir.

2.- En consecuencia, el recurso resulta formalmente admisible.

V.- Confrontados los argumentos del recurrente con los fundamentos sostenidos por el tribunal de
alzada, anticipo que el recurso debe prosperar por las razones que paso a expresar 

1.- Es que la recurrente propuso en esta instancia extraordinaria agravios de relevancia para la
correcta resolución de la causa, que fueron materia de alegación -e incluso de prueba- a lo largo de
toda la causa, y además formaron la materia principal de su recurso contra la sentencia de primera
instancia, y sobre los cuales el a-quo omitió pronunciarse.

En efecto, en su memorial la recurrente postula que la sentencia, “al igual que la de primera instancia,
está basada, equivocadamente, en dos fundamentos principales que le sirven de motivación y sostén
a la decisión arribada. El primero consiste en la reiterada afirmación de que el CBT no participó en el

convenio celebrado entre el INSSJP-PAMI y la UTE APRIN”, hecho que reputa irrelevante. El segundo,
referiría “a la equivocada apreciación, de que no hubo mandato de los bioquímicos integrantes de la

UTE APRIN para que el CBT actúe en el cobro de la deuda a los colegiados”, extremo que tacha de
falso.

Ambos temas, fueron materia de concretos agravios al apelar la sentencia de primera instancia; sin
embargo, pese a dar cuenta de su efectiva proposición, la sentencia impugnada omitió hacerse cargo
de ellos.



Esa sola circunstancia tipificaría autónomamente el vicio de arbitrariedad de sentencia, y justificaría
su directa anulación. Pero la sentencia fue todavía más allá: no solamente ignoró dichos planteos,
sino que incluso se pronunció en sentido adverso a ellos.

De allí que, en lo que sigue, nuestro examen estará dirigido a demostrar los siguientes extremos, que
explican un juicio afirmativo acerca de la procedencia de la vía intentada, a saber:

1.1. Que la hoy recurrente, efectivamente propuso esos temas ante el Tribunal de alzada, y que la
sentencia impugnada incluso lo reconoce;

1.2. Que pese a ello, la resolución en recurso, omitió hacerse cargo de ellos;

1.3. Que de esa forma no solamente incurrió en arbitrariedad, sino que -al pronunciarse como en
definitiva lo hizo- arribó a una solución opuesta a la que debió emitir a la hora de juzgar sobre la
excepción planteada.

2.- El primero de esos temas, o cuestiones, puede resumirse de la siguiente forma: la recurrente,
atribuye a ambas sentencias el vicio de arbitrariedad, por haber alterado la dirección de su demanda,
y los términos en que quedara trabada la Litis. A estar a sus dichos, en su escrito “de demanda, en la
contestación al planteo de falta de acción opuesto por la demandada, en los alegatos, y finalmente en
la expresión de agravios del recurso de apelación, el reclamo al Colegio de Bioquímicos de Tucumán
(CBT) no surge por su inacción contra el INSSJP - PAMI, sino contra la UTE APRIN, que es quien
dejó de pagar al propio Colegio las prestaciones bioquímicas efectuadas por sus colegiados”

2.1. La hoy recurrente, efectivamente propuso esos temas ante el Tribunal de Alzada. Y la sentencia
impugnada da cuenta del extremo -entre otros- en los siguientes pasajes:

«Así, prosigue, el PAMI abonaba a la UTE APRIN y ésta al CBT, que era responsable de cobrar y
distribuir el dinero entre sus asociados prestadores, para lo cual efectuaba retenciones de manera
previa a dicha distribución, percibiendo así su comisión correspondiente. Estima que ello demuestra
que la pertenencia o ajenidad del CBT dentro de la relación contractual PAMI - UTE carece de
importancia, pues lo que reclama no son los pagos que el PAMI no efectuó a las UTE, sino los que
realizó pero no llegaron a manos de los prestadores. Alega que el PAMI pagó a la UTE APRIN, pero
el conflicto surgió cuando ésta le dejó de pagar las prestaciones cumplidas al CBT, o bien éste cobró
de la UTE y no distribuyó el dinero entre los prestadores [] Alega que si bien el contrato había sido
suscripto entre la UTE APRIN y el PAMI, al ser parte el CBT de dicha UTE a través de sus
colegiados, este era el único encargado y responsable de cobrar a la UTE APRIN [] que lo que su
parte exige a la demandada es el cobro no al PAMI sino a la UTE que ya percibió de manos del PAMI
los pagos de las prestaciones de los asociados del CBT, por lo que el campo de lo contractual entre
PAMI y UTE ya se encuentra concluido y finalizado con el pago del PAMI a la UTE [] señala que su
parte nunca discutió que las UTE cobraban al PAMI, pero afirmó que luego era el propio CBT quien
recibía de la UTE APRIN los pagos por las prestaciones bioquímicas brindadas al PAMI, quedando
los prestadores a la espera de que el Colegio efectúe la cobranza de dichas sumas de dinero y haga
la distribución correspondiente [] La relación contractual entre el PAMI y las UTE, prosigue, carece de
relevancia puesto que el PAMI pagó a la UTE APRIN con lo cual tal relación entre ambos quedó
agotada, y lo la sentencia debió analizar es el siguiente paso del mecanismo que es el cobro por
parte del CBT a las UTE [] Aclara que la deuda que su parte reclama no es del PAMI para con la UTE
APRIN, sino la deuda de esta última con el CBT [] Y que la responsabilidad del CBT era con la UTE
APRIN, ante quien debía gestionar los pagos a sus colegiados y a su vez efectuar las retenciones
pertinentes. Por tanto, prosigue, el CBT estaba legitimado activamente para accionar y/u obtener el
cobro de la deuda de sus colegiados, siendo el deudor APRIN y no el PAMI»



2.2. Se trataba de una cuestión pertinente, de innegable relevancia para una correcta solución de la
Litis. Y pese a haberla resumido correctamente, en los pasajes antes apuntados, el a-quo omitió
pronunciarse al respecto.

Es que, no obstante recordar que la recurrente se agraviaba de una sentencia de Primera Instancia
que había alterado los alcances de su demanda, en lugar de examinar si le asistía razón en sus
quejas, incurrió en el mismo vicio que estaba convocada a examinar, pues se limitó a responderle
acríticamente con aquella sentencia. La recurrente había atribuido, en efecto, arbitrariedad a la
sentencia de primera instancia, por mutar la dirección de su demanda, afirmando que no se había
dirigido “al Colegio de Bioquímicos de Tucumán (CBT) [] por su inacción contra el INSSJP - PAMI,
sino contra la UTE APRIN, que es quien dejó de pagar al propio Colegio las prestaciones bioquímicas
efectuadas por sus colegiados»

En lugar de examinar la substancia del agravio, la sentencia respondió en los siguientes términos:

«Acierta el a quo cuando considera que la referida actividad - percepción del pago y posterior
distribución directa entre los profesionales previas retenciones- no significa que el Colegio de
Bioquímicos formara parte de la relación contractual entre la UTE y el I.N.S.S.J.P., o que estuviera
facultado expresamente y por contrato a cobrar al INSSJP acreencia alguna [] Es que siendo que los
Colegios Profesionales no podían contratar con el PAMI, la actividad de poner a disposición de los
afiliados la infraestructura, registros y servicios del Colegio para percibir las cápitas y redistribuirlas,
se presenta como una actividad de colaboración y de gestión de sus propios recursos, que no resulta
suficiente para considerar que le entidad profesional formaba parte de un contrato que no celebró y
que no podía celebrar [] no puede imputársele al CBT la responsabilidad por el incumplimiento de un
contrato que no celebró [] En el contexto antes descripto asiste razón al a quo cuando afirma que no
existía a cargo del Colegio de Bioquímicos una obligación legal y/o contractual en el cobro de la
deuda que el I.N.S.S.J.P. mantenía con la UTE APRIN, puesto que el Colegio no formaba parte de
ese contrato y por ende no se encontraba legitimado para accionar por una deuda que no le
pertenecía»

En otras palabras, frente a un agravio que afirmaba que la demanda no se había dirigido “al Colegio
de Bioquímicos de Tucumán (CBT) [] por su inacción contra el INSSJP - PAMI, sino contra la UTE

APRIN”, en lugar de hacerse cargo de él, la sentencia contestó – en lo que bien hubiera podido
constituir la puesta en escena procesal de un verdadero diálogo entre sordos- que asistía “razón al a
quo cuando afirma que no existía a cargo del Colegio de Bioquímicos una obligación legal y/o
contractual en el cobro de la deuda que el I.N.S.S.J.P. mantenía con la UTE APRIN, puesto que el
Colegio no formaba parte de ese contrato y por ende no se encontraba legitimado para accionar por
una deuda que no le pertenecía”

2.3. De esa forma no solamente incurrió en arbitrariedad, sino que – al pronunciarse como en
definitiva lo hizo- arribó a una solución opuesta a la que debió emitir a la hora de juzgar sobre la
excepción planteada.

Es que, asiste razón a la recurrente al agraviarse de que ambas sentencias deformaron el contenido
de su demanda, alterando la dirección de la misma, y por lo tanto los términos en que quedara
trabada la litis.

Para arribar a dicha conclusión, basta un breve repaso por las constancias del expediente. Por
ejemplo, en su ampliación de demanda (fs. 182/188), es posible leer las siguientes afirmaciones:
«Ello se fundamenta en la omisión por parte del Colegio de Bioquímicos, de gestionar (en forma clara
y por los carriles legales correspondientes) la deuda que la UTE APRIN mantiene con los bioquímicos
que represento [] En dicha acta, el Consejo Directivo del Colegio resuelve designar a su presidente y



Secretario, para que conforme a lo solicitado por los bioquímicos firmantes de la Sección Este,
asuman la representación de ellos ante las autoridades de la UTE APRIN, y se responsabilicen de

gestionar las cobranzas de las cápitas y su distribución [] Dentro de este sistema mi mandante se veía
imposibilitado de efectuar cualquier reclamo a a la UTE, en razón de que le está vedado el cobro de sus
acreencias en forma independiente y sin la intervención del Colegio, conforme surge de la totalidad de la

normativa aplicable»

Y al contestar excepción de falta de acción (fs. 325/328), la actora sostuvo que correspondía “aclarar
y resaltar que el circuito de pago era PAMI – APRIN – COLEGIO – BIOQUÍMICOS PRESTADORES
(ACTOR). Como lo acreditan las pruebas en autos, el PAMI pagó; APRIN no pagó y el colegio no
accionó de acuerdo al compromiso asumido, dejando sin sus haberes a los BIOQUÍMICOS
PRESTADORES” (fs. 326).

2.4. Se advierte que la solución al problema que dejara en pie la traba de la Litis, no podía intentarse -
como pretendieron las sentencias de instancias anteriores- apelando a la ajenidad de la demandada
en la relación PAMI – APRIN, desde que la demanda no le reprochara inactividad, ni omisión alguna
en ese tramo. Para arribar a una decisión como la que en definitiva adoptaran, esa respuesta debía
ensayarse demostrando la ausencia de una vinculación jurídicamente relevante entre la UTE APRIN y
el CBT, o entre este último y los colegiados, aspecto harto problemático a la luz de las constancias de
la causa, y que se analizará a continuación.

Lo expuesto, basta para concluir en la arbitrariedad de la sentencia de Cámara, en la medida que
echara mano a esta vía argumental para confirmar la de primera instancia, en cuanto hiciera lugar a
la excepción de falta de acción.

3.- El segundo de esos temas, o cuestiones propuestas reiteradamente a examen por la parte actora,
puede resumirse de la siguiente forma: la recurrente, atribuye a ambas sentencias el vicio de
arbitrariedad, por arribar a una “equivocada conclusión acerca de la supuesta inexistencia de un
mandato otorgado por los bioquímicos integrantes de la UTE APRIN en favor del CBT, para que éste
actúe en el cobro de la deuda de la UTE a los colegiados”.

3.1. Que la hoy recurrente, efectivamente propuso ese tema ante el Tribunal de Alzada, se encuentra
reconocido, en los siguientes pasajes de la sentencia impugnada:

«Señala que si bien es cierto que el contrato fue celebrado entre la UTE APRIN (a la que pertenecía
el actor) y el PAMI, y que estaba prohibida la contratación directa entre el CBT y el PAMI, también lo
es que las disposiciones legales que rigen el ejercicio de la profesión Bioquímica prohíben la
contratación de los colegiados por fuera de su Colegio Profesional sin dar mandato al mismo
(normativa detallada en autos en fs. 144 a 150), lo que conduce indefectiblemente a concluir que el
CBT está facultado para el cobro de las prestaciones de sus asociados, manejando todo lo
relacionado con las mismas [] Considera que los recibos expedidos por el CBT a la UTE APRIN
(fs.721) hace surgir una serie de interrogantes, a saber: ¿por qué el CBT otorgaba recibos a la UTE?;
¿por qué la UTE APRIN pagaba al CBT las prestaciones bioquímicas y no directamente a sus
integrantes?; ¿por qué el CBT al distribuir las sumas recibidas de manos de una UTE no lo hacía solo
sobre los integrantes de dicha UTE sino que también incluía otros matriculados que no integraban
dicha UTE?; y ¿por qué el CBT efectuaba retenciones a las sumas percibidas de manos de la UTE; o
a qué título retenía parte del valor de las prestaciones de sus asociados? [] Estima que las
retenciones que efectúa el CBT a los pagos recibidos por la UTE adquieren especial relevancia. Ello
así porque que el CBT tiene una resolución que prohíbe a los asociados tratar directamente con las
obras sociales. Ante ello, y frente al dictado de la resolución del PAMI que le prohibía al CBT celebrar
contrato directo con dicha entidad (PAMI), y viéndose impedido de mediar entre sus asociados y la
referida obra social, el Colegio gestionó la creación de las UTE para no perder el control sobre los



cobros y poder seguir percibiendo las retenciones que hasta antes del dictado de la resolución del
PAMI percibía»

3.2. Nuevamente, se trataba de una cuestión pertinente, que fuera materia de alegación, prueba, y
recurso ante la alzada, y sobre la cual el Tribunal a-quo no dio una respuesta satisfactoria, a la luz de
los concretos planteos efectuados, y las constancias de la causa.

Sobre el punto, la sentencia que motiva esta casación, se pronunció en los siguientes términos:

«También asiste razón al a quo cuando sostiene que la resolución contenida en el Acta N° 593 de
fecha 17/07/1995, en la cual el Consejo resuelve designar al presidente y secretario del Colegio para
que asuman la representación de los bioquímicos ante las autoridades de la UTE APRIN y se
responsabilicen de gestionar las cobranzas de las cápitas y su distribución, no le otorga legitimación
activa al Colegio para demandar en representación del actor a los fines del cobro de la deuda que el
PAMI mantendría con la UTE, puesto que el colegio no forma parte de dicho contrato [] En la misma
línea de razonamiento cabe puntualizar que tampoco el hecho de que el Colegio efectuara
retenciones sobre los honorarios percibidos por los bioquímicos antes de pagarles resulta suficiente
para tener por acreditado que la entidad profesional era parte integrante del contrato celebrado el
PAMI y la UTE APRINT, y, por ende, responsable por las obligaciones emergentes del mismo [] No se
advierte desacierto en la conclusión de la sentencia en tanto considera que en el concreto caso de
autos la entidad profesional demandada no podía tomar más medidas, que intimar a la UTE a que
regularice la situación con los profesionales que la integraban, puesto que no poseía legitimación
para accionar judicialmente, al no existir un mandato expreso o una cesión del crédito en favor del
Colegio para que éste pueda gestionar judicialmente el cobro.»

3.3. Y bien:

3.3.1. Por de pronto, esa “respuesta” luce insuficiente a la luz de los arts. 1874 y 2288 C Civil
(actualmente, arts. 1319 y 1781 CCivCom), y del debate que dichos textos encendieran en la doctrina
a fin de distinguir los límites entre el mandato tácito y la gestión de negocios con conocimiento del
dominus; las respuestas que se ensayaron fueron diversas, pero el art. 1319 CcivCom ha recogido
aquella que predicaba que “si en el momento en que se inicia la actividad gestoria, el dominus tiene
conocimiento y no impide, pudiendo hacerlo, hay mandato (qui no prohibet por se intervenire mandare

videtur), en caso contrario, es decir tanto cuando el conocimiento es posterior al momento inicial,
como cuando el interesado no se encuentra en condiciones de impedir, no hay mandato y puede
haber gestión” (LOPEZ DE ZAVALÍA: Teoría de los Contratos, T I, § 30, II, p. 513, a quien se remite
para las distintas posturas intentadas por la doctrina).

Es que no se advierte a qué titulo el CBT podía designar representantes ante la APRIN, en el Acta N°
593 de fecha 17/07/1995 (ver fs. 141/142), a fin de gestionar las cobranzas de las cápitas y su
distribución, o intimar por CD su pago, todo ello con conocimiento de los colegiados interesados en el
cobro (ver fs. 8, Nota del CBT de fecha 03/03/1998 de la que surge que mediante Carta Documento
N° 164488819 del 12/11/97 reclamó a APRIN distintas cápitas), si carecía de poder para obrar de
dicho modo.

3.3.2. Aquí también podría valorarse la llamativa reticencia de la demandada para brindar información
requerida por el Tribunal (ver presentación de fs. 100/102), comportamiento poco esperable de quien
se encontrara en la posición de un tercero ajeno a las cuestiones ventiladas en la causa.

Pero no se ha de hacer, porque lo que es dirimente a los fines de concluir que el CBT tenía poder
para intervenir por los colegiados reclamando a la UTE APRIN el pago de sus deudas, es la
normativa que citara la parte actora en su ampliación de demanda (ver fs. 133 vta. y ss.), y reiterara
hasta el hartazgo a lo largo de toda la causa.



Por ejemplo, el art. 22 de la Ley N° 5482 que prohíbe a los profesionales bioquímicos..."Mantener
relaciones de preferencia o exclusividad con obras sociales, mutuales, sanatorios, clínicas, institutos
o cualquier persona o institución vinculada con el arte de curar".

Dicho texto está reglamentado por el Código de ética profesional, cuyos artículos 17 y 18, prescriben:
«Toda relación con el Estado, con las Compañías de Seguros, Mutualidades, Sociedades de
Beneficencia, Obras Sociales, etc. deben ser reguladas mediante el Colegio Bioquímico [] Constituye
violación grave de la ética profesional contratar servicios, facturar o percibir honorarios directamente o
por intermedio de otra asociación, que no sea el Colegio Bioquímico de Tucumán. El Bioquímico que
tenga celebrados convenios particulares con asociaciones mutuales, deberá regularizar esta
situación, encuadrándola en esta disposición»

El alcance de dichas disposiciones, fue ampliado hasta límites que hacían prácticamente imposible
obrar en nombre propio, sin sufrir una sanción, para los colegiados en el cobro de sus acreencias, y
por lo tanto los obligaba a hacerlo por intermedio del CBT, por los arts 1 a 3 del Código de Etica, que
(como puede verse en la página web del CBT: http://www.cobituc.org.ar/), todavía prescriben:

Art.1°.-Se harán pasibles de las sanciones establecidas en el Art. 63 del Estatuto, los colegiados
laboratoristas que sin tener relaci´n de dependencia, mantengan relaciones de exclusividad con obras
sociales, mutuales, sanatorios o cualquier otra especie de entidad similar.

Art.2°.- Los colegiados que a la fecha de la presente resolución mantuvieran relaciones de
exclusividad o de preferencia con las entidades aludidas en el artículo anterior deberán, en el plazo
de tres meses a contar de la misma fecha, producir la cesación de tales relaciones. A partir del
vencimiento de este término, se harán pasibles de ser enjuiciados ante el Tribunal de Ética y, en su
caso, condignamente sancionados, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo primero de esta
resolución.

Art.3°.- Todos los colegiados que facturen sus servicios a entidades de las mencionadas en el Art. 1,
aún cuando las mismas no mantengan con el Colegio relaciones contractuales, están obligados a dar
mandato al Colegio para el cobro de tales facturaciones. La falta de cumplimiento de esta obligación
implicará presunción de existencia de relaciones de exclusividad, sin admitirse prueba en contrario.

Resulta claro que dicha normativa, aunque no establece una genérica prohibición, restricción o
impedimento en el libre ejercicio de facultades propias -lo que importaría una directa incapacidad de
hecho- sí que prescribe -y muy claramente- una limitación in concreto de dicha aptitud del sujeto -
donde lo que está en juego es la posibilidad del negocio frente a determinadas personas, o en
relación a determinados objetos- hipótesis que es analizada por la doctrina como un problema de
legitimación (para este enfoque, ver: LOPEZ DE ZAVALÍA: Teoría de los Contratos, T I, § 15;
CARNELUTTI, Francesco: Teoría General del Derecho, Madrid 1955, n° 77, págs. 233 y ss; CARIOTA
FERRARA, Luigi, il Negozio Giuridico, Napoli, 1949, n 132, págs. 592 y ss; SANTORO-PASSARELLI,
Francesco: Dottrine generali del diritto civile, Napoli 1964, n° 27, pág. 131).

3.4. En conclusión, lo que ni la demandada, ni las sentencias recaídas en la causa han podido
explicar al día de hoy, es de qué manera los profesionales podrían haber cobrado directamente a la
UTE APRIN, sin hacerse merecedores de una sanción por violación al Código de Ética. Como
tampoco han podido brindar una explicación convincente acerca del cobro de las retenciones, antes
de librar órdenes de pago para los colegiados; ni mucho menos por qué motivos – si, por hipótesis, su
actividad era meramente la de un gestor, y no la de un mandatario- el dinero recibido de los pagos de
la UTE APRIN era distribuido entre otros colegiados que no la integraban.

Todo lo expuesto, torna evidente que el sistema estaba estructurado sobre la base un poder
irrevocable en los términos del art. 1977 C.Civil, a fin de que el CBT pudiera cobrar en forma previa



dichas retenciones

V.- De conformidad a los considerandos que preceden, cabe HACER LUGAR al recurso de casación
deducido en fecha 29/12/2021 por el apoderado de la parte actora, contra la sentencia N° 588 de
fecha 03/12/2021, dictada por la Sala II, de la Excma. Cámara Civil y Comercial Común, del Centro
Judicial Capital (Actuación N° H102223662489), conforme a las siguientes doctrinas legales: “Incurre
en arbitrariedad la sentencia que altera el contenido de la demanda, y se desentiende de las constancias de la
causa”. “No configura derivación razonada del derecho vigente, la sentencia que omite considerar como
prueba de la existencia de un fenómeno representativo, la existencia de normativa que impedía al prestador
de servicios bioquímicos cobrar directamente al deudor sus créditos, y la obligaba a percibirlos de la Entidad
Profesional”.

 1.- En consecuencia cabe dictar la siguiente sustitutiva: “1) HACER LUGAR al recurso de apelación
deducido por el letrado apoderado del actor contra la sentencia del Juzgado Civil y Comercial del
26/02/2. En consecuencia, se dicta la siguiente sustitutiva de aquella resolución: I.- NO HACER
LUGAR a la falta de acción interpuesta por el Colegio de Bioquímicos; en consecuencia, prosiga la
causa según su estado. II.- RESERVAR para definitiva, el pronunciamiento respecto a la prescripción
liberatoria planteada por la demandada. III.-IMPONER COSTAS a la demandada vencida conforme lo
considerado. 2) COSTAS, a la vencida”.

2.- En cuanto a las costas de la instancia, cabe imponerlas a la vencida. Idéntico temperamento cabe
adoptar con las de las instancias anteriores.

El señor Vocal doctor Daniel Oscar Posse, dijo:

Estando de acuerdo con los fundamentos vertidos por el señor Vocal preopinante, doctor Antonio D.
Estofán, vota en idéntico sentido.

El señor Vocal doctor Daniel Leiva, dijo:

Por compartir los fundamentos dados por el señor Vocal preopinante, doctor Antonio D. Estofán, vota
en idéntico sentido.

Y VISTO: El resultado del precedente acuerdo, la Excma. Corte Suprema de Justicia, por intermedio
de su Sala en lo Sala en lo Civil y Comercial Común, Civil en Familia y Sucesiones y Penal,

R E S U E L V E :

I.- HACER LUGAR, con devolución del depósito, al recurso de casación deducido en fecha
29/12/2021 por el apoderado de la parte actora, contra la sentencia N° 588 de fecha 03/12/2021,
dictada por la Sala II, de la Excma. Cámara Civil y Comercial Común, del Centro Judicial Capital
(Actuación N° H102223662489), conforme a las doctrinas legales enunciadas dictándose la siguiente
sustitutiva: “1) HACER LUGAR al recurso de apelación deducido por el letrado apoderado del actor
contra la sentencia del Juzgado Civil y Comercial del 26/02/2. En consecuencia, se dicta la siguiente
sustitutiva de aquella resolución: I.- NO HACER LUGAR a la falta de acción interpuesta por el Colegio
de Bioquímicos; en consecuencia, prosiga la causa según su estado. II.- RESERVAR para definitiva,
el pronunciamiento respecto a la prescripción liberatoria planteada por la demandada. III.-IMPONER
COSTAS a la demandada vencida conforme lo considerado. 2) COSTAS, a la vencida”.

II.- COSTAS como se consideran.



III.- RESERVAR pronunciamiento sobre regulación de honorarios para su oportunidad.

HÁGASE SABER.
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JUICIO: "GAETE RICARDO FRANCISCO c/ COLEGIO DE BIOQUIMICOS DE TUCUMAN s/
DAÑOS Y PERJUICIOS". EXPTE. N° 3064/04

      

San Miguel de Tucumán, 23 de febrero de 2026

  Y VISTO: viene a resolución el pedido de regulación de honorarios

     ANTECEDENTES

Por medio de presentación digital el letrado Nicolás Rouges solicita regulación de honorarios por su
intervención en este proceso judicial. Conforme lo proveído en fecha 01/12/2025, la presente causa
pasa a despacho para resolver lo peticionado.

    FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO

1. Antecedentes. Surge de las constancias de la causa que por sentencia del 26/02/2021 -
confirmada por la Cámara del fuero en fecha 03/12/2021- se dispuso no hacer lugar a la acción
interpuesta por el Sr. Gaete en contra del Colegio de Bioquímicos de Tucumán. En la misma
resolución se regularon honorarios a los letrados: Hugo Edgardo Nallim ($38.750 quedando
comprendido el monto regulado provisoriamente en fecha 13/09/13); Pablo Aramburu ($38.750,
$3.875 y $3.875); Luis Iriarte ($19.375); Carmen Fontán ($19.375); Marcelo Pasqualini ($38.750
quedando comprendido el monto regulado provisoriamente en fecha 25/08/15); y Nicolás Rouges
($38.750, $3.875, $3.875 y $3.875) y Raúl Ernesto Moreno ($38.750, $3.875, $3.875 y $3.875).

Tras interponer recurso de casación, el 24/05/2023 la Excma. Corte de Justicia de Tucumán hizo
lugar al recurso de apelación deducido por el letrado apoderado del actor contra la sentencia del
26/02/21, dictando en sustitutiva: I.- NO HACER LUGAR a la falta de acción interpuesta por el
Colegio de Bioquímicos; en consecuencia, prosiga la causa según su estado. II.- RESERVAR para
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definitiva, el pronunciamiento respecto a la prescripción liberatoria planteada por la demandada. III.-
IMPONER COSTAS a la demandada vencida conforme lo considerado.

Por sentencia dictada el 07/08/2024 -confirmada por la Cámara del fuero en fecha 28/08/2025-, se
dispuso HACER LUGAR a la demanda de daños y perjuicios interpuesta por el Sr. Ricardo Francisco
Gaete, en contra de Colegio de Bioquímicos de Tucumán. En consecuencia, condenó a la
demandada a abonar la suma equivalente a $ 2.009.036,82 en concepto de daño emergente y daño
moral al actor, con más los intereses a calcularse en la forma considerada, con imposición de costas
a Colegio de Bioquímicos de Tucumán.

  En fecha 26/09/2025 ambas partes presentaron convenio de pago por la suma de $7.328.831,
prestando en dicho acuerdo conformidad los letrados Nicolás Rougés (abogado del actor) y Jorge
Luis Arroyo (abogado de la demandada).

En función de lo expuesto, y atento al estado de la causa, me encuentro en condiciones de acceder a
lo peticionado, a cuyo fin corresponde también tener presentes las incidencias que a continuación se
detallan:

a) Resolución del 30/09/2009 (págs. 43/44 del 2° cuerpo Expte. Digitalizado en fecha 24/08/2023) que
dispuso no hacer lugar a los planteos de revocatoria interpuestos en fechas 03/07/2008 y 22/10/2008,
con imposición de costas a la demandada,

b) Nulidad dispuesta en decisorio del 06/02/2012, y su aclaratoria del 24/02/2012 (págs. 115/117 y
151 del 2° cuerpo digitalizado, respectivamente), con imposición de costas a la demandada vencida,

c) Revocatoria resuelta el 28/07/2017 (págs. 152/156 del 3er. cuerpo digitalizado), con costas al actor,

d) Nulidad dictaminada el 27/08/2018 (págs. 279/282 3er. cuerpo) con imposición de costas al actor,

e) Revocatoria resuelta mediante sentencia del 27/11/2019 (págs. 135/138 5to. cuerpo digitalizado),
con costas al demandado.

2. En primer lugar, corresponde determinar la base de cálculo a los efectos regulatorios, la cual
entiendo debe estar constituida por la suma de $7.328.831, por cuanto es el importe total acordado
por las partes, exteriorizado en la presentación efectuada por el letrado Arroyo en fecha 26/09/2025,
dejando a salvo el derecho de los profesionales de practicar intereses a partir de entonces.

3. En razón de lo expresado, corresponde practicar regulación de honorarios respecto de la tarea
profesional desarrollada por los letrados intervinientes en esta causa a la fecha mencionada.

Respecto al letrado Hugo Edgardo Nallim, quien solicitó medidas previas sobre información y
antecedentes vinculados a través de Uniones Transitorias de Empresas, en carácter de apoderado de
los actores Ricardo Francisco Gaete, Victor Hugo Rada, Jorge Raúl Martínez, Sonia Aída
Mozzati,(cfr. poder obrante en págs. 37/38 1er. cuerpo de Actuaciones digitalizadas en fecha
24/08/2023) y patrocinante de Alba Lía Carrizo, Blanca Susana Escalera, Graciela Rosalina
Iglesias,Blanca Isabel Rivero y Luisa del Carmen Iglesias, advierto que cuenta con regulación
provisoria de honorarios en sentencia de fecha 13/09/2013, págs. 285/286 del 2° cuerpo digitalizado.

El letrado Pablo Aramburu, apoderado en doble carácter del Sr. Ricardo Francisco Gaete (cfr. poder
obrante en págs. 131/132 1er. cuerpo de Actuaciones Digitalizadas), continuó con la tramitación de
las medidas previas iniciadas por el letrado Nallim, para luego renunciar a la representación ejercida
mediante escrito del 22/03/2012 (pág.161 2° cuerpo digitalizado). Ahora bien, surge de las
constancias de la causa que su actuación no configuró etapa alguna atento a que, más allá de haber
interpuesto y ampliado demanda, en fecha 20/11/2012 (pág. 197 2°cuerpo digitalizado) se advirtió
que en decreto del 03/07/2008 se omitió proveer escrito de demanda y su ampliación.

En este caso cabe destacar el carácter incidental de las medidas preparatorias, quedando
aprehendida dicha regulación dentro de lo actuado en el proceso principal (cfr. Brito - Cardoso de
Jantzon, Honorarios y Procuradores. el Graduado 1993, pág. 320/321).

A tal fin, sobre lo que correspondiere al proceso principal (base regulatoria $7.328.831 x 15% =
$1.099.324,65 + 0,55% = $1.703.953,21), pondero el 20% conforme lo dispuesto por el art. 59 L.A, lo
que se traduce en la suma de $340.790,64.



Si bien advierto que los montos obtenidos son inferiores al mínimo al que propende el art. 38 última
parte de la ley 5480 equivalente a una consulta escrita de abogado/a (actualmente $620.000), lo
cierto es que al haber desplegado su labor de forma sucesiva, debe considerarse que a los fines
regulatorios ha existido una sola representación en favor de la parte actora, razón por la cual no
corresponde elevar los estipendios de cada letrado hasta alcanzar dicho piso, sino contemplar el valor
de la consulta escrita como un total y ajustar los honorarios de cada profesional en relación a la
actividad desplegada, comprensiva, a su vez, de su efectiva participación en cada etapa del proceso.

En consecuencia, correspondería distribuir dicho importe en partes iguales, esto sería el importe de
$310.000 a cada uno de ellos, conforme la participación desarrollada por los letrados Nallim y
Aramburu en las medidas preparatorias tramitadas en el presente juicio.

Ahora bien, tengo en cuenta que por resolución de fecha 13/09/2013 se regularon honorarios
provisorios al letrado Hugo Edgardo Nallim por la suma equivalente a una consulta escrita por
entonces vigente. En este sentido, tengo en cuenta que el art. 22 Ley 5480 prevé la regulación pedida
por los abogados o procuradores (o sus causahabientes) que cesan en su intervención. Establece
que ella tendrá carácter de provisoria y se efectuará por el mínimo del arancel, sin perjuicio del
derecho al posterior reajuste una vez que se determine el resultado del proceso, si de acuerdo a éste
la retribución debió ser mayor. En razón de ello, estimo que dichos emolumentos resultaron acordes y
razonables a la labor cumplida por el Dr. Nalim oportunamente, por lo que cabe tenerlos por
definitivos sin que resulte procedente una nueva regulación de honorarios en esta oportunidad.

Con respecto al letrado Aramburu, corresponde también regular honorarios por:  -Revocatoria
resuelta el 30/09/2009 (págs. 43/44 2° cuerpo Expte. Digitalizado en fecha 24/08/2023), con
imposición de costas a la demandada, y - Nulidad resuelta el 06/02/2012, y su aclaratoria del
24/02/2012 (págs. 115/117 y 151 del 2° cuerpo digitalizado, respectivamente), con imposición de
costas a la demandada vencida. A tal fin pondero el 30% del art. 59 L.A, lo que se traduce en la suma
de $96.000 por cada uno de los incidentes.

Luego de la renuncia del letrado Aramburu, se apersonó la letrada Cecilia Alejandra Rivadeniera,
en carácter de apoderada del Sr. Ricardo Francisco Gaete (pág. 173/174 2° cuerpo digitalizado),
quien interpuso demanda (proveído del 20/11/2012 - pág. 197 del 2° cuerpo digitalizado),
configurándose la primera etapa de las previstas para este tipo de proceso -cfr. art. 42 ley 5.480-. En
cuanto a las dos etapas restantes (ofrecimiento y producción de pruebas, alegatos y demás
diligencias tendientes al dictado de sentencia definitiva), intervino el letrado Nicolás Rougés, como
apoderado en doble carácter el respectivo -poder adjunto en fecha 21/04/2015, págs. 333/334 del
2do. cuerpo del Expte. digitalizado.

A los efectos de meritar su labor, y con iguales consideraciones que las vertidas respecto a los
letrados Nallim y Aramburu respecto la participación sucesiva (Art.12 Ley 5.480) asigno el 15% de la
escala del art. 38 de la ley 5.480 ($1.099.324,65) más el 55% en concepto de procuratorios
($604.628,56), todo lo cual asciende al monto de $1.703.953,21. No obstante, en virtud de su efectiva
intervención, corresponde el importe proporcional de $567.984,40 para la letrada Rivadeneira (una
etapa completa efectivamente cumplida) y $1.135.968,81 para el letrado Rouges (dos etapas
completas)

Por los incidentes de Revocatoria resuelto mediante decisorio del 28/07/2017 -con costas al actor-,
Nulidad resuelta el 27/08/2018 -con costas al actor-, Revocatoria resuelta mediante decisorio del
27/11/2019 -con costas al demandado-, pondero el pondero el 10% del art. 59 L.A para los dos
primeros incidentes y el 30% del referido artículo para el último de ellos, lo que se traduce en la suma
de $113.596,88 para los incidentes de revocatoria y nulidad -cada uno de ellos- y la suma de
$340.790,64 para el recurso de revocatoria resuelto el 27/11/2019.

En lo que atañe a la letrada Mariana de Lourdes Arias, observo que se apersonó como patrocinante
de las coactoras Graciela Rosalinda Iglesias y Luisa del Carmen Iglesias, para luego desistir del
proceso mediante escrito del 14/06/2016 (pág. 95 3er. cuerpo digitalizado).

No habiendo configurado ninguna de las etapas previstas para este tipo de proceso, sólo corresponde
regular por el incidente de Nulidad resuelto el 06/02/2012, y su aclaratoria del 24/02/2012 (págs.
115/117 y 151 del 2° cuerpo digitalizado, respectivamente), con imposición de costas a la demandada
vencida. En función de ello, sobre lo que correspondiere al proceso principal (base regulatoria
$7.328.831 x 15% = $1.099.324,65), pondero el 30% conforme lo dispuesto por el art. 59 L.A, lo que
se traduce en la suma de $329.797,40.



Advierto que el resultado obtenido es sumamente inferior al mínimo establecido en el art. 38 último
párrafo de la ley 5.480. No obstante ello, fijar los honorarios en dicho piso (una consulta escrita
actual: $620.000), resultaría excesivo y desproporcionado con la entidad de la tarea profesional que
se retribuye.

En consecuencia, considero justo, razonable y equitativo apartarme del mínimo legal establecido en
el art. 38 de la ley arancelaria local, haciendo uso de la facultad morigeratoria conferida por el art. 13
de la ley 24.432, adecuando los emolumentos de la letrada Arias en la suma que surge de los
cálculos artiméticos expuestos, esto es, el importe de $329.797,40

En lo que atañe al letrado Luis Iriarte, su intervención se desplegó como apoderado en doble
carácter del demandado Colegio de Bioquímicos de Tucumán, en forma conjunta con la letrada
Carmen Fontan (cfr. poder págs. 67/70 1er. cuerpo de actuaciones digitalizadas), específicamente
en lo que refiere a los incidentes: a) Decisorio del 30/09/2009 (págs. 43/44 2° cuerpo Expte.
Digitalizado en fecha 24/08/2023) que resolvió no hacer lugar a los planteos de revocatoria
interpuestos en fechas 03/07/2008 y 22/10/2008, b) Nulidad resuelta el 06/02/2012, y su aclaratoria
del 24/02/2012 (págs. 115/117 y 151 del 2° cuerpo digitalizado, respectivamente). Ambos con
imposición de costas a la demandada.

A fines regulatorios, siguiendo el procedimiento dispuesto en el Art.59 L.A, sobre la base regulatoria
($7.328.831) aplico el 10% del Art.38 de la mencionada ley ($732.883,10), más el 55% en razón de
procuratorios ($403.085,71), y sobre su sumatoria ($1.135.968,81) pondero el 10% conforme lo
dispuesto por el art. 59 L.A, lo que se traduce en la suma de $113.596,88, por cada uno de ellos.

Si bien advierto que los montos obtenidos son inferiores al mínimo al que propende el art. 38 última
parte de la ley 5480 equivalente a una consulta escrita de abogado/a (actualmente $620.000), lo
cierto es que al haber desplegado su labor de forma conjunta, debe considerarse que a los fines
regulatorios ha existido una sola representación en favor de la parte actora, razón por la cual no
corresponde elevar los estipendios de cada letrado hasta alcanzar dicho piso, sino contemplar el valor
de la consulta escrita como un total. En este sentido, se dijo que: "[...] El art. 12 de la ley arancelaria
establece que cuando “actuaren conjuntamente varios abogados o procuradores por una misma
parte, a fin de regular honorarios se considerará que ha existido un solo patrocinio o una sola
representación”. Respecto a la norma transcripta los autores Brito - Cardozo de Jantzon han dicho
que: “El hecho de que la asistencia letrada sea dispensada por dos o más abogados no es causa
para que se exceda de la escala del art. 39 (hoy 38). De allí que el artículo establece que se
considerará que ha existido un solo patrocinio o una sola representación, según sea el caso. Esto
obviamente a los efectos regulatorios. La norma es equitativa porque el trabajo profesional
compartido y el interés de la parte (jurídico-económico) es uno solo y, ante la parte, en definitiva el
trabajo se unifica. Cuando se trata de actuación conjunta, la regulación debe ser igual para cada
profesional y la sumatoria de ella debe equivaler a la de un solo patrocinio” (Honorario de Abogados y
Procuradores, pág. 57)." (CCCC - Sala 2- Sindicatura ex Banco Integrado Departamental Coop. Ltdo.
vs. Casal Carlos Esteban y Otra s/ Cobros (sumario) Nro. Sent: 1 Fecha Sentencia 13/02/2012; en
igual sentido CCDYL - Sala 3-Casmuz Lucas Natanael vs. Caro Ramona Lucía s/ Cobro Ejecutivo -
Nro. Expte: 2691/18, Sentencia n° 126 del 24/08/2020; entre otras).

Si bien advierto que arribo a un importe inferior al mínimo legal dispuesto en el art. 38 último párrafo
de la ley 5.480, elevar los estipendios en el equivalente a una consulta escrita de abogado/a vigente
al tiempo de esta resolución, resultaría excesivo y desproporcionado con la labor realizada y la
correspondiente a los demás letrados que intervinieron en todo el proceso. En consecuencia,
considero justo, razonable y equitativo apartarme del mínimo legal establecido en el art. 38 de la ley
arancelaria local, haciendo uso de la facultad morigeratoria conferida por el art. 13 de la ley 24.432,
adecuando los emolumentos por la actuación en los referidos incidentes en el valor equivalente a
media consulta escrita de abogado vigente en la actualidad, esto es, la suma prudencial de $310.000,
sin que ello implique de manera alguna menoscabar la labor profesional desplegada, toda vez que lo
que se busca es determinar una solución justa y equitativa en proporción a la tarea efectivamente
cumplida.

No obstante, en virtud de su efectiva intervención en forma conjunta, con iguales consideraciones que
respecto a los letrados de la parte actora, y de conformidad con lo estipulado en el art.12 de la ley
arancelaria, corresponde el importe proporcional de $155.000 a cada letrado (Irirarte y Fontan) y
referido a cada incidente (revocatoria resuelta el 30/09/2009 y nulidad resuelta el 06/02/2012).



Respecto al letrado Marcelo Pasqualini, advierto que su trabajo en este juicio se llevó a cabo como
apoderado del demandado Colegio de Bioquímicos de Tucumán, durante la primera etapa del
proceso principal, por cuanto planteó expcepciones y contestó demanda.

Ahora bien, tengo en cuenta que el letrado Pasqualini cuenta con regulación provisoria de honorarios
de fecha 25/08/2015, en la suma de $5.890 (pág. 383 del 2° cuerpo del expediente digitalizado),
suma equivalente a una consulta escrita por entonces vigente. En razón de ello, estimo que dichos
emolumentos resultaron acordes y razonables a la labor cumplida por el Dr. Pasqualini
oportunamente, por lo que cabe tenerlos por definitivos sin que resulte procedente una nueva
regulación de honorarios en esta oportunidad.

En fecha 27/05/2015 se apersonó como apoderado del demandado Colegio de Biquímicos de
Tucumán el letrado Raúl Ernesto Moreno, revocando el poder conferido con anterioridad a su
presentación (ver poder adjunto en págs. 351/354 2°cuerpo Expte digitalizado), quien ofreció y
produjo pruebas, y alegó en forma escrita.

En razón de ello, considero razonable aplicar el 10% de la escala prevista en el art. 38 de la ley
arancelaria provincial ($732.883,10), a lo que corresponde añadir el 55% en razón de procuratorios
($403.085,71), y sobre el importe total de $1.135.968,81, efectúo las operaciones proporcionales a la
real actuación ejercida por cada uno de los letrados, lo que conlleva al monto final de $378.656,27
para el letrado Pasqualini (una etapa completa cumplida) y $757.312,54 para el letrado Moreno (dos
etapas completas cumplidas).

En relación al letrado Moreno, corresponde regular también por su aactuación en los incidentes: a)
Revocatoria resuelta mediante decisorio del 28/07/2017 (págs. 152/156 3er. cuerpo digitalizado), con
costas al actor, b)Nulidad resuelta el 27/08/2018 (págs. 279/282 3er. cuerpo) con imposición de
costas al actor, y c) Revocatoria resuelta mediante decisorio del 27/11/2019 (págs. 135/138 5to.
cuerpo digitalizado), con costas al demandado. Para ello, pondero el 30% del art. 59 L.A. para las dos
primeras incidencias, y el 10% del referido artículo para la última de ellas, lo que se traduce en los
importes de $227.193,76 y $75.731,25, respectivamente.

Por último, en fecha 22/03/2021 se apersona el letrado Jorge Alberto Arroyo, como apoderado del
demandado Colegio de Bioquímicos de Tucumán, y siendo que su participación correspondió a
actuaciones de Cámara, no corresponde regulación en esta oportunidad

Por todo lo expuesto, atento lo dispuesto en los artículos 12, 14, 15, 38, 39, 42, 59 y concordantes de
la ley 5.480,

       RESUELVO:

1. NO REGULAR HONORARIOS al letrado Hugo Edgardo Nallim en esta oportunidad,
transformando en definitivos los honorarios provisorios regulados en fecha 13/09/2013 por la
representación ejercida en carácter de apoderado de los actores Ricardo Francisco Gaete, Victor
Hugo Rada, Jorge Raúl Martínez, Sonia Aída Mozzati; y patrocinante de Alba Lía Carrizo, Blanca
Susana Escalera, Graciela Rosalina Iglesias, Blanca Isabel Rivero y Luisa del Carmen Iglesias, en la
tramitación de medidas previas en esta causa, conforme lo considerado.

2. REGULAR HONORARIOS al letrado Pablo Aramburu, apoderado en doble carácter del Sr.
Ricardo Francisco Gaete, en la suma de $310.000 (pesos trescientos diez mil), por su intervención en
la tramitación de medidas previas en este juicio. Por los incidentes de Revocatoria resuelto el
30/09/2009 y Nulidad resuelta el 06/02/2012 -y su aclaratoria del 24/02/2012, la suma de $96.000 por
cada uno de ellos, según lo ponderado.

3. REGULAR HONORARIOS a la letrada Cecilia Alejandra Rivadeniera en la suma de $567.984,40
(pesos quinientos sesenta y siete mil novecientos ochenta y cuatro con cuarenta centavos), por su
participación en el proceso principal como apoderada en doble carácter del actor Ricardo Francisco
Gaete.

4. REGULAR HONORARIOS al letrado Nicolás Rougés en la suma de $1.135.968,81 (pesos un
millón ciento treinta y cinco mil novecientos sesenta y ocho con ochenta y un centavos), por su
desempeño en el proceso principal. Por el incidente de Revocatoria resuelto mediante decisorio del
28/07/2017 y Nulidad resuelta el 27/08/2018 la suma de $113.596,88 (pesos ciento trece mil
quinientos noventa y seis con ochenta y ocho centavos) por cada uno de llos, y por la Revocatoria
resuelta mediante decisorio del 27/11/2019 la suma de $340.790,64 (pesos trescientos cuarenta mil



setecientos noventa con sesenta y cuatro centavos). Todo ello por su actuación como apoderado del
actor Ricardo Francisco Gaete, conforme lo ponderado.

5. REGULAR HONORARIOS a la letrada Mariana de Lourdes Arias, en la suma de $329.797,40
(pesos trescientos veintinueve mil setecientos noventa y siete con cuarenta centavos), por su
actuación como patrocinante de las coactoras Graciela Rosalinda Iglesias y Luisa del Carmen Iglesias
en el incidente de Nulidad resuelto el 06/02/2012, y su aclaratoria del 24/02/2012.

6. REGULAR HONORARIOS al letrado Luis Iriarte en la suma de $155.000 (pesos ciento cincuenta
y cinco mil) por el incidente de Revocatoria resuelto el 30/09/2009, y el importe de $155.000 (pesos
ciento cincuenta y cinco mil) por el incidente de Nulidad resuelto el 06/02/2012. Todo ello por su
participación, en forma conjunta con la letrada Fontan, en los referidos incidentes, como apoderado
del demandado Colegio de Bioquímicos de Tucumán.

7. REGULAR HONORARIOS a la letrada Carmen Fontan en la suma de $155.000 (pesos ciento
cincuenta y cinco mil) por el incidente de Revocatoria resuelto el 30/09/2009, y el importe de
$155.000 (pesos ciento cincuenta y cinco mil) por el incidente de Nulidad resuelto el 06/02/2012.
Todo ello por su participación, en forma conjunta con el letrado Iriarte, en los referidos incidentes,
como apoderado del demandado Colegio de Bioquímicos de Tucumán.

8. NO REGULAR HONORARIOS al letrado Marcelo Pasqualini en esta oportunidad, transformando
en definitivos los honorarios provisorios regulados en fecha 25/08/2015, por su actuación en el
proceso proncipal como apoderado del demandado Colegio de Bioquímicos de Tucumán.

9. REGULAR HONORARIOS al letrado Raúl Ernesto Moreno en la suma de $757.312,54 (pesos
setecientos cincuenta y siete mil trescientos doce con cincuenta y cuatro centavos). Por el incidente
de Revocatoria resuelto el 28/07/2017, la suma de $227.193,76 (pesos doscientos veintisiete mil
ciento noventa y tres con setenta y seis centavos). Por la Nulidad resuelta el 27/08/2018, la suma de
$227.193,76 (pesos doscientos veintisiete mil ciento noventa y tres con setenta y seis centavos), y
por el incidente de Revocatoria resuelto mediante decisorio del 27/11/2019, la suma de $75.731,25
(pesos setenta y cinco mil setecientos treinta y uno con veinticinco centavos). Todo ello por su
actuación en el proceso proncipal como apoderado del demandado Colegio de Bioquímicos de
Tucumán, en forma sucesiva al letrado Pasqualini.

10. NO REGULAR HONORARIOS al letrado Jorge Alberto Arroyo en esta instancia, por lo
considerado.
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